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León, Guanajuato, a 26  veintiséis de agosto del año 2015 dos mil quince. . . 
V I S T O para resolver el expediente número 667/2014-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra del CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA DE LOS CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE LEÓN, GUANAJUATO y del DIRECTOR GENERAL DE POLICIA MUNICIPAL, EN SU CARÁCTER DE SECRETARIO EJECUTIVO DEL REFERIDO CONSEJO; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . 

R E S U L T A N D O:
PRIMERO.- El 05 cinco de noviembre del año 2014 dos mil catorce, el actor presentó la demanda de nulidad en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, impugnando la resolución de fecha 29 veintinueve de mayo del año 2014 dos mil catorce, por medio de la cual se le impone una suspensión de 30 treinta días de labores sin goce de sueldo; y, su notificación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Por auto de fecha 10 diez de noviembre del año 2014 dos mil catorce, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda en contra del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato y del Director General de Policía Municipal; asimismo, se le admitieron las pruebas ofrecidas y descritas en los incisos a), b) y c) del capítulo de pruebas de la demanda, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- El 20 veinte de noviembre del año 2014 dos mil catorce, el Director General de Policía Municipal y Secretario Ejecutivo del Consejo de Honor y Justicia, presentó escrito de contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 25 veinticinco del mismo mes y año, se le tuvo contestando la demanda en tiempo y forma, aceptándosele las pruebas documentales admitidas a la parte actora en el auto de radicación de la demanda, así como la exhibida en el escrito de contestación, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie. 
CUARTO.- El 21 veintiuno de noviembre del año 2014 dos mil catorce, el Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, presentó escrito de contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 26 veintiséis del mismo mes y año, se le tuvo contestando la demanda en tiempo y forma, aceptándosele las pruebas documentales admitidas a la parte actora en el auto de radicación de la demanda, así como la exhibida en el escrito de contestación, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le favorezca; asimismo, se le requirió para que dentro del término de 03 tres días hábiles exhibiera copias certificadas del Procedimiento Administrativo Disciplinario (…); además, se fijó fecha y hora para celebración de la audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
QUINTO.- El 04 cuatro de diciembre del año 2014 dos mil catorce, el autorizado de las autoridades demandadas, presentó una promoción exhibiendo copias certificadas del expediente número (…); y, por auto del día 09 nueve del mismo mes y año, se le tuvo exhibiendo las copias certificadas del referido expediente y se dio vista al actor para que expresará lo que a su interés conviniera. 
SEXTO.- Por auto de fecha 07 siete de enero del año 2015 dos mil quince, se tuvo a la parte actora por no haciendo manifestaciones respecto a la vista ordenada en el proveído indicado en el punto anterior. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- La audiencia de alegatos fue celebrada el día 22 veintidós de enero del año 2015 dos mil quince, a las 11:00 once horas, sin la asistencia de las partes, por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . 
C O N S I D E R A N D O:
PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 206-A párrafo  segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse una resolución y su notificación, actos imputados al Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato y al Director General de Policía Municipal de León, Guanajuato, en su carácter de Secretario Ejecutivo del mismo Consejo, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Que la parte actora impugna la resolución de fecha 29 veintinueve de mayo del año 2014 dos mil catorce, emitida por el Pleno del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, a través de la cual se le impone la sanción consistente en la suspensión temporal del cargo de policía de tercera, de 30 treinta días de labores sin goce de sueldo; y, la notificación practicada con fecha 03 tres de octubre del año 2014 dos mil catorce. Y, la existencia de la resolución impugnada se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa, con la referida resolución que forma parte del expediente (…), en virtud de que obra en el sumario en copias certificadas por el Secretario del Ayuntamiento de León, Guanajuato; mientras que la notificación impugnada se acredita con el original de la diligencia de notificación de fecha 03 tres de octubre del año 2014 dos mil catorce, la que obra en esta causa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo del proceso, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo. . . . . . . . . . 

Las autoridades Municipales en la contestación de la demanda aducen que se configuran las causales de improcedencia siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

La causal de  improcedencia  prevista en la  fracción  I  del  artículo  261  del 

citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el procedimiento administrativo instaurado al impetrante, se inició, substanció, determinó y notificó con absoluta legalidad, en estricta observancia al Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, toda vez que no basta que la resolución combatida sea resultado de un procedimiento administrativo de separación, sino que es menester que se emita con todos y cada uno de los elementos de validez contemplados en las diversas fracciones del artículo 137 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; sin embargo, es el caso que la resolución impugnada, trasciende a la esfera de derechos de la parte actora por las razones expresadas en el siguiente considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que de las constancias acompañadas a la demanda, no se desprende que exista acto susceptible de impugnarse, por las consideraciones expuestas en el párrafo inmediato anterior. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, toda vez que en autos de esta causa administrativa consta la resolución de fecha 29 veintinueve de mayo del año 2014 dos mil catorce, en la cual en su tercer punto resolutivo se aplica al actor la sanción consistente en la suspensión temporal del cargo por 30 treinta días sin goce de remuneraciones; y, que desempeñaba como policía de tercera adscrito a la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato, de igual manera, consta la diligencia de la notificación combatida. . .  . . 
Asimismo, las autoridades Municipales en la contestación de la demanda, oponen las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción de que el acto impugnado reúne los requisitos de existencia y 

validez contemplados por los artículos 136, 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, concatenados con los artículos 28, 36 y demás relativos y aplicables del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia multicitado; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos expresados podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad del acto combatido. . . . . . . . . . . . .  

La excepción Non Mutati Libeli, para el efecto de que desahogada la etapa de contestación a la demanda, las modificaciones o ampliaciones de la parte actora no sean consideradas; se estima que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurre en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De las constancias que integran esta causa se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que la parte actora en el primer concepto de impugnación de la demanda aduce en lo esencial que el proceso administrativo disciplinario no fue realizado ni emitido por autoridad competente para ello, es decir, por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal; que el Ordenamiento que rige y delimita las facultades del Consejo de Honor y Justicia, lo es el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, el que la propia autoridad incumple al no emitir el acto administrativo de conformidad con dichos preceptos jurídicos que ordena la norma jurídica; en virtud de lo anterior, los artículos 3, 4 y 6  de tal Reglamento, establecen la existencia del Consejo, su naturaleza colegiada y los artículos 7, 8, 9, 10 y 11 dictan las facultades que tiene el Consejo en pleno, así como de cada uno de sus funcionarios; indica dicho Reglamento que para la emisión de resoluciones que impongan sanciones derivadas del procedimiento administrativo disciplinario, el Consejo debe estar legalmente constituido e instalado en sesión con todos y cada uno de sus miembros que lo tienen que integrar, de acuerdo al artículo 7 de su Reglamento; que en ninguna parte de la resolución impugnada, se establece que el Consejo se encuentra constituido en sesión, es decir, no hace referencia a la existencia de algún tipo de sesión, ni del orden del día, ni de los miembros presentes, ni ningún otro requisito formal sobre los cuerpos colegiados; por tanto, no se tiene plena certeza de que el acto administrativo impugnado haya sido emitido por la autoridad competente. En tanto que, el Consejo de Honor y Justicia en la contestación de la demanda aduce en lo toral que este concepto de impugnación es ineficaz e inoperante, toda vez que no expone un verdadero motivo de agravio del porque la resolución le causa agravio y no señala las razones por las que dicha resolución le causa perjuicio, en ese tenor resulta endeble y deficiente dicho planteamiento, pues incluso no desvirtúa el fondo el acto reclamado; por ende, dicho agravio resulta endeble, deficiente y en consecuencia debe ser declarado inoperante, ya que la aplicación del derecho administrativo, es de estricto derecho y no se debe suplir la deficiencia del planteamiento que hace el accionante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es INFUNDADO este concepto de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Este concepto de impugnación no es inoperante, en virtud de que analizando la argumentación expresada en este punto, se advierte que conforme a la técnica jurídica del proceso administrativo, sí se formula concepto de impugnación, ya que, por un lado, expresa argumentos del por qué estima ilegal la resolución en la que le impone la sanción de suspensión del cargo por 30 treinta días, sin goce de sueldo, indicando que en ninguna parte de la resolución se establece que el Consejo está legalmente constituido e instalado en sesión con todos sus miembros, de acuerdo a lo que indica el artículo 7 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, y por otro lado, invoca el Ordenamiento Legal y los preceptos que considera violados en su perjuicio, amén de que el juzgador se encuentra constreñido a analizar de oficio la incompetencia de la autoridad para emitir el acto o resolución combatida, conforme a lo estipulado por el artículo 302, último párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; y, en este punto deberá dilucidarse si la causa de ilegalidad esgrimida en este concepto de impugnación, es suficiente para declarar la ilegalidad de la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
En ese sentido, la parte justiciable aduce que para la emisión de resoluciones que impongan sanciones, derivadas del procedimiento administrativo disciplinario, el Consejo debe estar legalmente constituido e instalado en sesión con todos y cada uno de los miembros que lo integran y se duele de que en ninguna parte de la resolución impugnada, se establece que el Consejo se encuentra constituido en sesión, ni se hace referencia a los miembros presentes en la sesión. 
Así las cosas, en principio, es importante señalar que para que el acto o resolución administrativa tenga validez y eficacia en cuanto al sujeto que la emite o que ejerce la función, éste debe contar con dos elementos como lo son la competencia y la voluntad administrativa; en segundo lugar, se impone señalar que tanto la doctrina como la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, han definido la competencia como el conjunto de facultades atribuidas por la Ley o Reglamento -Ordenamiento Jurídico-, a un órgano administrativo o a un funcionario público, para realizar legítimamente determinadas funciones o actos jurídico-administrativos; mientras que, para la doctrina administrativista, la voluntad administrativa se encuentra relacionada e integrada con los elementos de carácter subjetivo, los cuales atañen a la voluntad del titular del órgano administrativo que actúa y los de carácter objetivo, que inciden sobre el procedimiento administrativo en donde se prepara, forma o produce esa voluntad administrativa. . . . . . . .  . . . . . . 

De esta manera, la competencia del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, como elemento de validez de la resolución administrativa impugnada, debe diferenciarse con la voluntad administrativa, la que en la especie está vinculada con las formalidades del procedimiento administrativo disciplinario que establece el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, para preparar y externar la voluntad de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, a través de ese Órgano Colegiado, es decir, en otras palabras, la incompetencia del referido ente y las irregularidades que se presenten en la preparación o formación de la resolución combatida, son distintos presupuestos de validez y eficacia de la resolución combatida, por lo que debe hacerse una diferenciación entre estos, la que impide darles el mismo tratamiento; pues, la incompetencia constituye un vicio que afecta la validez del acto o resolución administrativa, de ese modo, la incompetencia constituye un presupuesto procesal ajeno a las formalidades de las sesiones del Consejo, que debe analizarse a petición de parte o de manera oficiosa antes de estudiar las cuestiones de fondo del asunto, ya que es un antecedente de la sanción aplicada en la resolución a debate; en cambio, las irregularidades en la voluntad de la administración, originadas en el procedimiento donde se emitió la resolución impugnada por la omisión concerniente a la presencia de los miembros del Consejo en la sesión, es un vicio que afecta su eficacia, dado que este tipo de irregularidades del procedimiento, acontecen en un contexto totalmente ajeno a las facultades del Consejo, son descuidos de requisitos de naturaleza formal, cuyo estudio debe realizarse, sólo a petición de parte agraviada, de manera previa al examen de la litis, solo cuando los argumentos resulten infundados, el juzgador entrara al estudio de las cuestiones de fondo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 Ahora bien, la incompetencia tiene su origen en la esfera de atribuciones del órgano administrativo o de su titular -elemento subjetivo-, por lo que constituye un vicio del elemento subjetivo y las irregularidades en la voluntad administrativa tienen origen en el procedimiento administrativo -elemento objetivo-, por lo que revisten el carácter de un vicio del elemento objetivo; de este modo, dichos vicios están contemplados como elementos de validez, respectivamente, en las fracciones I y VIII de artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el 

Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . 
Sobre el particular, resulta conveniente realizar las siguientes precisiones, la constitución legal del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, la contempla el artículo 6 del multireferido Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, su competencia la establece el artículo 7 del mismo Ordenamiento y el quórum legal del Consejo para sesionar válidamente, se indica en el artículo 20 del propio Reglamento; de modo que, la presencia de los miembros del Consejo, para determinar la existencia del quórum legal para sesionar válidamente, no es un vicio que atañe a la competencia del pluricitado Cuerpo Colegiado y no pasa inadvertido para el juzgador que el quórum es un requisito formal indispensable para la validez y eficacia de la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese orden de ideas, en primer lugar se aborda el argumento relativo a la incompetencia del Consejo de Honor y Justicia, pues partiendo de la premisa de que la competencia es el conjunto de facultades atribuidas por la Ley o Reglamento -Ordenamiento Jurídico-, a un órgano administrativo o a un funcionario público, para realizar legítimamente determinadas funciones o actos jurídico-administrativos; es dable concluir que de la resolución combatida se encuentra emitida por la autoridad competente, toda vez que el pluricitado Consejo, de acuerdo a la estipulado por la fracción I del artículo 7, cuenta con atribuciones para resolver procedimientos administrativos disciplinarios y para sancionar a los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, que cometan faltas graves; precepto que en lo conducente dispone: “Artículo 7. - El Consejo tendrá las atribuciones siguientes: I.- Conocer, resolver y, en su caso, sancionar las faltas graves en que  incurran los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública municipal, en los términos del presente reglamento con base en los principios de actuación previstos en la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, así como en las normas disciplinarias de los Cuerpos de Seguridad Pública del Municipio y demás disposiciones aplicables;”; y, por otra parte, realizando un análisis minucioso de la resolución combatida, se advierte que en su encabezado se expresa que ésta se encuentra emitida por el Pleno del Consejo de Honor y Justicia, en la sesión número 263 doscientos sesenta y tres, de fecha 30 treinta de junio de 2014 dos mi catorce y en su séptimo considerando se expresa que analizado el dictamen por el referido Consejo, conforme a lo establecido en el artículo 48 del Reglamento mencionado, es el momento oportuno para dictar la resolución que en derecho proceda, por tanto, se encuentra emitida por autoridad competente; lo anterior es así, en virtud de que la resolución combatida está firmada exclusivamente por el Presidente, el Secretario Ejecutivo y el Secretario Técnico del Consejo, exigencia contemplada en los artículos 8 fracción VII y 25 fracción VIII del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, de esa manera, el presidente tiene facultades para suscribir a nombre del Consejo la resolución a debate, con el Secretario Técnico, quien la auténtica con su firma, de acuerdo a lo señalado por el artículo 10, fracción IX, del mismo Reglamento. Por todo lo anterior, la omisión de indicar en la resolución impugnada, a los miembros presentes en la sesión del Consejo -la existencia o constitución de quórum legal para su validez- y la orden del día, es un descuido que constituye cuestiones irregulares o defectuosas que no incumben a la competencia del Consejo de Honor y Justicia. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
En el segundo concepto de impugnación de la demanda, el actor aduce en lo esencial que los actos administrativos impugnados adolecen de la formalidad exigida dentro del artículo 37 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el cual establece, que toda resolución emitida por autoridad administrativa debe notificarse a más tardar dentro de los 03 tres días siguientes; que las autoridades demandadas incumplen el artículo 137, fracción VIII, del mismo Código, el cual señala que el acto debe emitirse con las formalidades del procedimiento administrativo; que el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, omite indicar un plazo para notificar las resoluciones emitidas por dicho cuerpo colegiado y en atención al principio de supletoriedad que establece el artículo 133 del citado Código, entonces su artículo 37 es el que rige; y la resolución fue emitida el 29 veintinueve de mayo del año 2014 dos mil catorce y su notificación ocurrió hasta el 03 tres de octubre de ese año, es decir, mucho tiempo después; en consecuencia se encuentra viciado el procedimiento administrativo disciplinario seguido en su contra y lo deja en un total estado de indefensión. En tanto que, por su parte, las autoridades Municipales en la contestación de la demanda en lo esencial aducen que este concepto de impugnación es ineficaz e improcedente, en virtud de que se respetaron cabalmente las reglas del debido proceso y se actuó con absoluta legalidad. . . . . . . 
Es INFUNDADO este concepto de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conforme a lo señalado por el artículo 5, segundo párrafo, Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, se aplica de manera supletoria, el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en lo no previsto, en cuanto no se oponga a lo dispuesto en el citado Reglamento. De esta manera interpretando sistemáticamente el artículo 48 del aludido Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, adminiculado con el artículo 37 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, aplicado de manera supletoria, se determina que la notificación de la resolución dictada en el procedimiento administrativo disciplinario, debe practicarse dentro del plazo de 03 tres días; pero, en ningún precepto de los aludidos Ordenamientos Jurídicos se previó el hecho de que si la notificación se practica una vez vencido el plazo referido, da origen a la nulidad de la resolución, por el contrario el Legislador en el pluricitado Código, al respecto prevé dos escenarios a saber: a) ante la omisión de la notificación en el artículo 45, acápite segundo, de la misma Codificación, contempla como consecuencia, que la notificación se entenderá legalmente a partir del día en que el interesado se ostente sabedor de su contenido o haya ocurrido el acto en el que obre constancia de que el particular haya tenido conocimiento; y, b) frente a la eventual dilación de la notificación -practica fuera del plazo-  en el artículo 141, fracción I, del propio Código, establece que la eficacia y exigibilidad del acto administrativo será a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación legalmente efectuada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así  tenemos  que  se  establece el  plazo de  03 tres  días para  realizar  las 

notificaciones dentro del procedimiento administrativo disciplinario, en tanto que ninguno de los Ordenamientos que lo regulan prohíbe que las notificaciones se practiquen fuera del término legal previsto, ya que el acto o resolución administrativa adquiere eficacia hasta que se notifique al destinatario o éste se ostente conocedor de la misma, y en la especie, estimando que la resolución impugnada tiene fecha de expedición 29 veintinueve de mayo del año 2014 dos mil catorce y que fue notificada hasta el día 03 tres de octubre del mismo año, resulta que surtió sus efectos y consecuencias jurídicas al día siguiente de la práctica de la notificación, por ende, el plazo para la impugnación a través de este juicio de nulidad, inicio a computarse a partir del siguiente día; en esas condiciones, la notificación de la resolución combatida, efectuada fuera del plazo de 03 tres días, no está afectada de ilegalidad, ni origina la nulidad, por ende, no se afecta la esfera de derechos de la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el tercer concepto de impugnación de la demanda, el actor en esencia aduce que la autoridad demandada aplicó la fracción I del artículo 36 del citado Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, que contiene la suspensión sin goce de sueldo y esta norma establece un rango de sanción “de tres a sesenta días”  de suspensión sin goce de sueldo y dicha facultad es optativa, pues obliga a la autoridad a seleccionar cualquier cantidad de días de suspensión y como todo acto de autoridad, este número seleccionado debe estar debidamente fundado y motivado, pero la autoridad no motivo su decisión de seleccionar los treinta días sin goce de sueldo; que la autoridad debió haber usado criterios de aplicación para seleccionar el rango adecuado en la sanción y el artículo 50 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia para los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, es el único que habla de ese criterio de aplicación en la sanción, lo trascribe; que dentro del expediente, no se encuentra acreditada ninguna reincidencia, suponiendo sin conceder, que hubiere incurrido en alguna falta administrativa, esta  fue la primera vez que ocurrió, por lo que la autoridad estuvo obligada a señalar la sanción más baja, es decir, 3 tres días de suspensión si goce de sueldo; y en este caso, no existe motivación alguna del por qué se seleccionó la sanción de 30 treinta días. En tanto que, las autoridades Municipales en la contestación de la demanda en lo esencial aducen que este concepto de impugnación resulta inoperante, en virtud de que el accionante no expone un verdadero motivo de agravio del porque considera que la resolución materia de la litis, le causa agravio, no se trata de analizar, sino de exponer los motivos, razones o circunstancias del porque el acto administrativo le causa un perjuicio, en ese sentido el planteamiento es indeleble y deficiente, ya que no desvirtúa la actualización del supuesto jurídico previsto en la fracción, apartado A del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Este concepto de impugnación resulta INOPERANTE, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio el justiciable en la demanda hace su planteamiento en el sentido de que la fracción I del artículo 36 del citado Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, contempla la suspensión sin goce de sueldo y establece un rango de sanción “de tres a sesenta días” y la autoridad no motivo su decisión del por qué seleccionó los 30 treinta días sin goce de sueldo, ya que no se encuentra acreditada ninguna reincidencia, por ser la primera vez que ocurrió, por lo que la autoridad estuvo obligada a señalar la sanción más baja; sin embargo, la argumentación es insuficiente para justificar a la violación de la referida norma jurídica, en virtud de que, por un lado, expresa de manera genérica los motivos de ilegalidad de la resolución combatida, ya que omite indicar específicamente los motivos razonados del por qué estima incorrecta o equivocada la decisión de aplicar 30 treinta días de suspensión sin goce de remuneración, pues si bien es cierto que no es reincidente y también es verdad que en el ámbito de la individualización este elemento no es el único que debe tomarse en consideración para determinar la duración de la suspensión, sino que es menester estimar de manera conjunta los elementos contemplados en el artículo 49 del multicitado Reglamento del Consejo de Honor y Justicia; por otro lado, conforme a este numeral en la individualización de la sanción, debe tomarse en cuenta la gravedad de la falta, las condiciones personales del elemento, la jerarquía del puesto, la responsabilidad que el mismo implique, la antigüedad en el servicio, la buena o mala conducta en la disciplina de la corporación y la reincidencia en la violación al presente reglamento y, en su caso, si los daños y perjuicios causados se han cubierto o garantizado, siendo que en el tercer considerando de la resolución impugnada la autoridad razona cada uno de estos elementos, al momento de decidir aplicarle al actor 30 treinta días de suspensión sin goce de remuneración, de ese modo, ante la existencia del análisis de los referido elementos, el justiciable dejó de expresar argumentos encaminados a justificar la privación o restricción del bien jurídico o derecho tutelado por el citado artículo 49. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En el cuarto concepto de impugnación de la demanda, el actor aduce en lo esencial que no fueron observadas las formalidades esenciales del procedimiento, en razón que la ejecución de la sanción fue inmediata, inclusive desde antes de que se notificará la misma; que se le pidió entregara su armamento antes de que se le notificará la suspensión; orden que fue fundada en la sanción que se iba a imponer y no por otra cuestión que en su caso estaría obligado a obedecer a sus superiores, entonces, la ejecución de la sanción fue antes de la notificación; este actuar de la autoridad demandada incumple claramente con lo dispuesto en el artículo 137, fracción VIII, del mismo Código procesal, es decir, no se respetaron las formalidades del procedimiento; esto es claro, pues tanto el artículo 69 del Reglamento que nos ocupa, así como el artículo 141, fracción I, del propio Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, establecen que todo acto administrativo surte efectos al día siguiente de su notificación y en relación a estas ordenanzas se observa su total violación. En tanto que las autoridades en la contestación de la  demanda aducen en lo esencial que este concepto de impugnación es improcedente, en virtud de que el impetrante cometió una falta grave, ya que infringió los principios que rigen los artículos 21 de la Constitución Política  Federal y 10 de la Constitución Política del Estado de Guanajuato, vulnerando la honorabilidad y reputación de los cuerpos de seguridad pública municipal, como se desprende de las actuaciones del expediente (…), cuya resolución se adecúa a lo previsto en la fracción V del inciso A del numeral 28 del ordenamiento legal invocado, lo transcribe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es INFUNDADO este concepto de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El justiciable arguye que la autoridad demandada ejecutó la sanción antes de la notificación, sin embargo, es el caso que omitió aportar medios convictivos a fin de acreditar el hecho de que la suspensión inició antes del día 03 tres de octubre del año 2014 dos mil catorce, fecha en que se practicó la notificación respectiva, en otras palabras, que la autoridad le impidió al actor ejercer las funciones que tiene encomendadas y que dejó de cubrir le remuneración por la prestación del servicio antes de la referida fecha; pues, la supuesta orden de entrega de armamento por sí sola no constituye la ejecución de la sanción, por consiguiente, no implica una afectación a la esfera de derechos del actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar, es importante mencionar que la ejecución de la resolución impugnada sin que haya adquirido firmeza derivada del fenecimiento del término legal para controvertirlo en sede jurisdiccional, está relacionada con lo que la doctrina administrativista denomina los caracteres del acto administrativo, los que tradicionalmente consisten en los siguientes: a).- La presunción de legalidad; b).- La ejecutividad; y, c).- La ejecutoriedad. Algunos autores incluyen además la estabilidad y la impugnabilidad. Ahora bien, “la presunción de legalidad, denominada también presunción de validez, consiste en una suposición legal de que el acto administrativo fue emitido conforme a derecho; la ejecutividad consiste en que el acto administrativo perfecto produce todos sus efectos jurídicos y, por tanto, debe ser cumplido aún en contra de la voluntad del destinatario; y, la ejecutoriedad del acto administrativo consiste en la posibilidad de que la administración, por sí y ante sí, haga efectivo los efectos de ese acto, sin necesidad de recurrir a otra autoridad. Así tenemos que la presunción de legalidad del acto o resolución administrativa se contempla en la primer parte del artículo 47, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el que en lo conducente dispone: “Artículo 47. Los actos administrativos se presumirán legales;…”; mientras que la ejecutividad del acto administrativo se sustenta en su validez, la que se refleja en el artículo 141, fracción I, del propio Código, el que en lo conducente establece: “Artículo 141.- El acto administrativo será eficaz y exigible: I.- A partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación legalmente efectuada; …”. De esta manera, una vez notificada la resolución combatida adquiere la característica de ser eficaz y exigible, sin condicionarse la ejecutividad a su firmeza derivada del fenecimiento del plazo legal de 30 treinta días hábiles para controvertirla mediante el juicio de nulidad, el que prevé la suspensión del acto o resolución impugnada; y en su caso, la declaración de su nulidad podrá producir efectos retroactivos, con lo cual se logra que la situación jurídica afectada, vuelva al estado que guardaban las cosas antes de la emisión de la resolución anulada. . . . . 

Bajo la perspectiva del marco teórico y legal de las características del acto administrativo, las autoridades demandadas pueden proceder a la ejecución de la resolución combatida, pues de no ser así, la actividad administrativa quedaría supeditada a la voluntad del destinatario -los particulares-, lo que rompería con la dinámica administrativa que necesita el Municipio para su correcto funcionamiento; de este modo, no le asiste la razón al actor, toda vez que el haber procedido a ejecutar la sanción administrativa, no vulnera las formalidades del procedimiento administrativo disciplinario, en virtud de que la autoridad se encuentra investida de una potestad para pronunciar y ejecutar de manera unilateral sus propias resoluciones, cuyo sustento radica básicamente en el hecho de que la función pública busca satisfacer necesidades de interés general de la colectividad, cuya realización no admite demora, pues la sociedad leonesa está interesada en que a los elementos de la corporación de la policía preventiva Municipal, se les exija honestidad, buena conducta y el debido desempeño de la función pública que tienen encomendada, para que la población tenga confianza en ellos, pues son los encargados de brindar seguridad a la ciudadanía. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
En el quinto concepto de impugnación de la demanda, el actor manifiesta en 

lo toral que no se siguieron las formalidades del procedimiento, como lo ordena la fracción VIII, del artículo 137 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, pues el acto administrativo impugnado es derivado de procesos ilegales, en los cuales no se le respetó la garantía de audiencia; es decir, se le ha sancionado porque supuestamente incurrió en tres faltas en su trabajo y en cada una se le levantó una “Boleta de arresto”, las que deben estimarse como actos administrativos; pues fueron emitidos sin notificación alguna, siendo flagrante la ausencia del debido proceso; y, el acto que nos ocupa, es derivado de las boletas de arresto, emitidas con ilegalidad, lo cual deja en un total estado de indefensión al imputable. En tanto que las autoridades en la contestación de la demanda aducen en lo esencial que este concepto de impugnación es inoperante e improcedente, en virtud de que se trata de exponer los motivos, razones o circunstancias del porque considera que no se respetaron las formalidades esenciales del procedimiento, esto es porque le causa un perjuicio y la causa quedo justificada, ajustada a estricto derecho, ya que se respetaron las reglas del debido proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Este concepto de impugnación resulta INOPERANTE, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El justiciable no impugna el fundamento legal ni los motivos de la resolución a debate, toda vez que aduce su ilegalidad, argumentando que en cada uno de los tres procedimientos administrativos iniciados en su contra, se concluyó con la aplicación de un arresto, sin haberle respetado el derecho de previa audiencia, sin embargo, cada arresto constituye un acto administrativo que fue consentido tácitamente, ya que eran susceptibles de impugnarse y al no haber sido refutados dichos actos surtieron sus efectos jurídicos frente al justiciable, pues como lo sostiene el actor, los arrestos surgieron de procedimientos independientes al procedimiento administrativo disciplinario que concluyo con la suspensión de 30 treinta días sin goce de sueldo; de ahí resulta que, si los arrestos administrativos quedan ejecutados, entonces han quedado firmes sin posibilidad de una impugnación posterior; lo anterior es así, porque en el tercer considerando de la resolución de origen, se indica que la Boleta de Arresto (…) se emitió con fecha 13 trece de abril del año 2013 dos mil trece, calificada con 24 veinticuatro horas de arresto; la Boleta de Arresto (…) se emitió con fecha 02 dos de mayo del año 2013 dos mil trece, calificada con 12 doce horas de arresto; y, la Boleta de Arresto (…), se emitió con fecha 13 trece de junio del 2013 dos mil trece, calificada con 12 doce horas de arresto.  . . 

En el sexto concepto de impugnación, el actor aduce en lo esencial que el acto administrativo impugnado carece totalmente de fundamentación y motivación, en cuanto a la resolución tomada, la valoración de las pruebas y la interpretación que hace la autoridad de la ley; que el examen sobre la fundamentación y motivación de todo acto administrativo emanada de un procedimiento, es de orden público y su estudio debe realizarse de oficio de conformidad con el artículo 302 del Código que nos ocupa; de conformidad a lo establecido por el artículo 137, fracción VI, todo acto administrativo debe contener una correcta fundamentación y motivación; esto, se ordena dentro del artículo 16, primer párrafo, de nuestra Carta Magna; en el caso, se advierte que la autoridad no sólo fundamenta de manera incorrecta, sino que también contraviene varias disposiciones legales, e inclusive, no conforme con lo anterior, motiva su parecer de forma incompleta e incorrecta, limitándose únicamente a indicar que tal situación de hecho se asemeja al supuesto jurídico, sin embargo, esto no es suficiente, hace falta también realizar una correcta adecuación y argumentar el por qué el supuesto jurídico sí se actualiza en el caso en concreto. En tanto que, las autoridades Municipales en la contestación de la demanda en lo esencial aducen que este concepto de impugnación resulta inoperante, en virtud de que el accionante no expone un verdadero motivo de agravio del porque considera que la resolución materia de la litis, le causa agravio, no se trata de hacer notar que el acto carezca de fundamentación y motivación, sino de exponer las razones o circunstancias del porque el acto administrativo le causa un perjuicio, o bien, del por qué considera que carece de fundamento y motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Este concepto de impugnación resulta INOPERANTE, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, se  impone  señalar que en  efecto, de  acuerdo a lo  estipulado por el artículo 302, último párrafo, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido, a estudiar de manera oficiosa la falta total de fundamentación o motivación del acto o resolución combatida, sin embargo, es el caso que en la resolución tildada de ilegal se expresa el fundamento y las razones del por qué concede valor a los medios de prueba que obran en el sumario y que le sirvieron de apoyo para tomar la decisión de configurar la comisión de la falta administrativa imputada al actor; y, en segundo lugar es importante precisar que en el tercero, cuarto, quinto y sexto considerandos de la resolución impugnada, se expresan las razones por las que la autoridad estima que encuadran los hechos reprochados en la hipótesis jurídica contemplada en la fracción V del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia para los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . .  . . . . . 
De esta manera, el impetrante se encuentra obligado a expresar conceptos de impugnación a fin de desvirtuar la presunción de legalidad de la resolución combatida; sin embargo, en sus motivos de disenso no específica a cual o cuales medios convictivos en concreto se refiere, pues omite exponer en forma específica la argumentación lógica del por qué la valoración de las pruebas carece de motivación, es decir en otras palabras, externar las razones enderezadas a demostrar el error en el razonamiento en el que incurrió la autoridad al otorgarles valor a los medios convictivos que obran en el expediente del procedimiento administrativo disciplinario de origen, amén de que también deja de expresar el valor probatorio que, a su criterio debió habérseles otorgado por parte de la demandada; del mismo modo, el demandante omite expresar razonamientos lógicos del por qué estima que en la resolución no se realiza una correcta adecuación de los hechos en el supuesto jurídico que dice se actualiza en el caso en concreto. Y, en esas condiciones, este órgano jurisdiccional no está en aptitud de examinar las cuestiones planteadas en este concepto de impugnación, ya que no se advierte la causa de pedir, toda vez que se expresan hechos, pero no existe formulación de cuando menos un razonamiento capaz de explicar la ilegalidad aducida, a través de la exposición de hechos frente al fundamento invocado y la conclusión; además, de que en el proceso administrativo opera el principio de estricto derecho y no procede la suplencia de la queja. . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que por otra parte, cabe precisar que el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a partir de las reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación del día viernes 11 once de junio del año 2011 dos mil once, en materia de derechos humanos, en su segundo párrafo, constriñe a los Órganos formal o materialmente Jurisdiccionales, a ejercer de oficio -ex officio- una interpretación de las normas que regulan derechos humanos de conformidad con nuestra Constitución y con los Tratados Internacionales en los que México sea parte, para lograr la mayor protección de los derechos humanos, esto sin perder de vista que en nuestro Orden Jurídico sigue prevaleciendo el principio de supremacía Constitucional contemplado en el artículo 133 Constitucional, en su primera parte, pues nuestra Carta Magna tiene mayor jerarquía sobre cualquier Ley Secundaria, Reglamento o acto de autoridad que se le contraponga; mientras que por otro lado, el artículo 133 Constitucional, en su segunda parte contempla lo que la doctrina y la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, denomina el Control Difuso de Constitucionalidad, numerales que textualmente establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los  derechos humanos, en los términos que  establezca la 

ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”
“Artículo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.”
Adminiculando entre sí estos artículos, se colige que se contempla a los Jueces en una acepción amplia, por lo que también se incluye a los Jueces Administrativos Municipales y si estos tienen encomendada la función jurisdiccional que le confieren al Municipio los artículos 115, fracción II, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 117, párrafo primero, después de la fracción XVII, de la Constitución Política del Estado de Guanajuato y 241 y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tanto, como órganos jurisdiccionales se encuentran constreñidos a proteger y garantizar de manera plena los derechos humanos previstos en nuestra Carta Magna y en los Tratados Internacionales de la materia firmados por México, debiendo favorecer en todo tiempo a las personas la protección más amplia que en derecho proceda, en atención a los principios de interpretación conforme y pro persona, establecidos en el segundo párrafo del artículo 1º, en un modelo de Control Difuso de Constitucionalidad, de acuerdo a la nueva interpretación del texto actual de este precepto en  relación con el  artículo  133,  última  parte,  ambos  de  nuestra  Carta 

Magna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Abundando  lo   anterior,  cabe   precisar  que   los   Jueces   Administrativos 

Municipales cuentan con facultades para asumir el Control Difuso de Constitucionalidad, de acuerdo a lo señalado por la última parte del pluricitado artículo 133, al facultar a cualquier Órgano Jurisdiccional sin importar su especialidad, jerarquía o fuero a desaplicar las normas jurídicas que contravengan la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aplicando el principio pro persona, conforme al cual el sentido de la norma se desentraña, buscando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate; lo anterior es así, en virtud de que con motivo de la entrada en vigor de las reformas del artículo 1°, párrafos segundo y tercero, Constitucional, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación dejó sin efectos las tesis jurisprudenciales que establecían como atribución exclusiva del Poder Judicial de la Federación el control judicial de la Constitución, mediante resolución dictada en la solicitud de modificación de jurisprudencia 22/2011 en la que se apoyó la aprobación de la tesis aislada bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONTROL DIFUSO. Con motivo de la entrada en vigor de los párrafos segundo y tercero del artículo 1o. constitucional modificados mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, debe estimarse que han quedado sin efectos las tesis jurisprudenciales P./J. 73/99 y P./J. 74/99, de rubros: "CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN." y "CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN.". Décima Época; Registro: 2000008; Instancia: Pleno; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta;  Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1; Materia(s): Constitucional; Tesis: P. I/2011 (10a.); visible a Página: 549. La presente tesis deriva de la resolución dictada en la solicitud de modificación de jurisprudencia 22/2011, en la cual el Pleno, por mayoría de nueve votos, determinó dejar sin efectos las tesis jurisprudenciales números P./J. 73/99 y P./J. 74/99, cuyos rubros son los siguientes: "CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN" y "CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN". . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, el Pleno de la Suprema  Corte de Justicia de la Nación, asumió el nuevo criterio en el sentido de que no es atribución exclusiva del Poder Judicial de la Federación el control judicial de la Constitución, dejándole esta facultad a los Jueces en general, en la Tesis aislada aprobada bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . . 
“SISTEMA DE CONTROL CONSTITUCIONAL EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO. Actualmente existen dos grandes vertientes dentro del modelo de control de constitucionalidad en el orden jurídico mexicano, que son acordes con el modelo de control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial. En primer término, el control concentrado en los órganos del Poder Judicial de la Federación con vías directas de control: acciones de inconstitucionalidad, controversias constitucionales y amparo directo e indirecto; en segundo término, el control por parte del resto de los jueces del país en forma incidental durante los procesos ordinarios en los que son competentes, esto es, sin necesidad de abrir un expediente por cuerda separada. Ambas vertientes de control se ejercen de manera independiente y la existencia de este modelo general de control no requiere que todos los casos sean revisables e impugnables en ambas. Es un sistema concentrado en una parte y difuso en otra, lo que permite que sean los criterios e interpretaciones constitucionales, ya sea por declaración de inconstitucionalidad o por inaplicación, de los que conozca la Suprema Corte para que determine cuál es la interpretación constitucional que finalmente debe prevalecer en el orden jurídico nacional. Finalmente, debe señalarse que todas las demás autoridades del país en el ámbito de sus competencias tienen la obligación de aplicar las normas correspondientes haciendo la interpretación más favorable a la persona para lograr su protección más amplia, sin tener la posibilidad de inaplicar o declarar su incompatibilidad.” Décima Época; Registro: 160480; Instancia: Pleno; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta;  Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1; Materia(s): Constitucional; Tesis: P. LXX/2011 (9a.); visible a Página: 557. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Precisado lo anterior y en virtud de que conforme a lo estipulado por el artículo 303 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, los Jueces Administrativos cuentan con facultades para abordar el análisis de disposiciones aplicadas en actos administrativos concretos que contravengan la Constitución Políticas de los Estados Unidos Mexicanos, por ende, quien resuelve, de conformidad a lo estipulado por el artículo 1º en  relación con el  133,  última  parte,  ambos  de  nuestra  Carta Magna, asume de oficio el Control Difuso de Constitucionalidad respecto del artículo 28, apartado A, fracción V, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, a fin de determinar si este numeral contraviene el artículo 109, párrafo antepenúltimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en su caso declarar la inaplicación del citado artículo 28 en el apartado y la fracción indicada en supralíneas; numeral que establece lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“ARTÍCULO 28.- Para los efectos del presente reglamento, se consideran como faltas graves aquellas conductas de los elementos de los cuerpos de seguridad pública municipal que signifiquen la infracción de alguno de los principios que rigen su actuación, previstos en el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en el artículo 10 de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato; o aquellas conductas que vulneren la honorabilidad y reputación de los mismos cuerpos de seguridad pública municipal.

A. De entre las sanciones previstas en el artículo 36 del presente reglamento, se aplicará preferentemente la fracción I, a los elementos de los cuerpos de seguridad pública que realicen alguna de las siguientes conductas:
V.- Acumular hasta tres arrestos dentro de un periodo de ciento ochenta 

días naturales, contados a partir del primero de ellos;”

En seguida analizaremos si la falta administrativa que contempla el artículo 28, en el apartado A, fracción V, del aludido Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, se rige por el principio de interpretación denominado NON BIS IN IDEM, reflejado en un inicio como Garantía Individual y actualmente como un Derecho Humano de seguridad jurídica, en el artículo 23 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y como Derecho Humano en el artículo 14.7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York, del cual México es parte; principio que por regla general se ha venido aplicando en Juicios de naturaleza criminal, sin embargo, esta protección actualmente se ha extendido a otras ramas del Derecho, en virtud de que nuestro Orden Jurídico ha venido evolucionando y actualmente el beneficio del Derecho Humano de seguridad jurídica contemplado en el citado artículo 23, no es exclusivo de los procesos penales, sino que se ha extendido a la materia del Derecho Administrativo Disciplinario, ya que el principio non bis in idem se encuentra contemplado en materia de responsabilidades de los servidores públicos en el antepenúltimo párrafo del artículo 109 Constitucional, el que en lo conducente dispone: . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 109.- …

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas se desarrollarán autónomamente. No podrán imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza.

…”

Como puede apreciarse este precepto Constitucional en el párrafo transcrito garantiza que el servidor público no sea castigado dos veces por los mismos hechos con sanciones de la misma naturaleza, principio que también rige la Potestad o Facultad sancionadora en materia de responsabilidades de los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, luego entonces, los Ordenamientos que expidan la Legislatura Local y el Ayuntamiento de León, Guanajuato, se encuentran constreñidos a respetar la regla NON BIS IN IDEM. . . . . 

Abundando lo anterior, cabe mencionar que la Enciclopedia Jurídica Mexicana, Tomo V, letras M-P, en la página 233, del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, Editorial Porrúa, define “NON BIS IN IDEM, como una frase latina que significa literalmente que no debe repetirse dos veces la misma cosa. Con la citada expresión, quiere indicarse que una persona no puede ser juzgada dos veces por los mismos hechos que se consideran delictuosos, a fin de evitar que quede pendiente una amenaza permanente sobre el que ha sido sometido a un proceso penal anterior.”; y, en segundo lugar, la obra “Diccionario Océano de Sinónimos y Antónimos”, en la Sección denominada “Locuciones Usuales”, CMXCII Ediciones Océano, Sociedad Anónima, expresamente define “NON BIS IN IDEM, Lat. no dos veces en lo mismo. Axioma jurídico en virtud del cual uno no puede ser juzgado dos veces por la misma cosa.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es así que, en una postura eminentemente penalista se ha sostenido la prohibición de sancionar a una persona dos veces por el mismo delito; mientras que en la postura administrativista, en materia disciplinaria sostenemos que los servidores públicos en general (genero), dentro de los que se encuentran los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal (especie), se prohíbe imponer dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza; pues, como quiera que sea, no pasa desapercibido para el juzgador que en ambos casos los responsables son sometidos a la manifestación o potestad represiva del estado, toda vez que en materia penal se sancionan las conductas ilícitas (de hacer o no hacer) que cometan las personas y en materia administrativa disciplinaria se sancionan las conductas ilícitas o irregulares (acciones u omisiones) que cometan los elementos de los Cuerpos de Policía y de Tránsito Municipales. . . . . . .  . . . . . . . 

Así las cosas,  partiendo de la premisa de que la  Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, es la fuente suprema interna de validez de las Leyes y Reglamentos, entonces, las disposiciones jurídicas del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, deben sujetarse a lo estipulado por los preceptos de nuestra Carta Magna, de ahí que, las normas de conducta de los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, contempladas como faltas administrativas con su respectiva sanción en el referido Ordenamiento Reglamentario, deben ser acordes en ambos casos a las normas Constitucionales, en virtud de que no debemos perder de vista que las normas en materia disciplinaria, por un lado, tutelan generalmente intereses de origen social, en aras del cumplimiento de las funciones que tiene encomendada la autoridad administrativa, con la finalidad de preservar el bien común y la paz social; y, por otro lado, constituyen un instrumento de control que tienen como finalidad evitar comportamientos de los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal contarios a sus deberes en el ejercicio de la función que tienen encomendados por mandato de Ley, de manera que la potestad sancionadora es una manifestación de voluntad de los Órganos Administrativos relacionada con la responsabilidad administrativa de los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, la cual se ejerce cuando alguno de estos incurre en la comisión de alguna falta administrativa no grave de las previstas en los artículos 80 TER y 81 del Reglamento Interior de la Dirección General de Policía  Municipal de León, Guanajuato, o bien, en la comisión de alguna falta grave de las previstas en el artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, por tal virtud no existe impedimento alguno para aplicar el principio NON BIS IN IDEM, en el ámbito del derecho administrativo sancionador. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En ese orden de ideas, se asume el Control Difuso de Constitucionalidad ex officio, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 133 en relación con el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano; ahora bien, cabe precisar que el Control Difuso de Constitucionalidad ex officio, consiste en la facultad que tiene el Juzgador de ejercer de motu proprio para interpretar en materia de derechos humanos, las disposiciones Legales o Reglamentarias vigentes en el ámbito Municipal frente a las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano, a fin de determinar si son o no contrarias a dicha Ley Suprema y en caso de contravenirla desaplicarla; de esta manera, se procede al análisis en lo particular el artículo 28, apartado A, fracción V, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, a efecto de determinar si contraviene o no el artículo 109, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en su caso si es o no violatoria de derechos humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En seguida, analizaremos el artículo 28, apartado A, fracción V, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, el cual en lo conducente establece: . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 28.- Para los efectos del presente reglamento, se consideran como faltas graves aquellas conductas de los elementos de los cuerpos de seguridad pública municipal que signifiquen la infracción de alguno de los principios que rigen su actuación, previstos en el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en el artículo 10 de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato; o aquellas conductas que vulneren la honorabilidad y reputación de los mismos cuerpos de seguridad pública municipal.

A.- De entre las sanciones previstas en el artículo 36 del presente reglamento, se aplicará preferentemente la fracción I, a los elementos de los cuerpos de seguridad pública que realicen alguna de las siguientes conductas:
V.- Acumular hasta tres arrestos dentro de un periodo de ciento ochenta días naturales, contados a partir del primero de ellos;”

En este precepto se contempla una falta grave que consiste en “Acumular hasta tres arrestos dentro de un periodo de ciento ochenta días naturales”, como puede apreciarse se contempla una hipótesis jurídica que estatuye como elemento de la falta administrativa la circunstancia de haber “acumulado 3 tres arrestos en un período de 180 ciento ochenta días”, esto es en otras palabras, la falta se integrada con la existencia de tres medidas disciplinarias de arresto aplicadas al justiciable antes del procedimiento administrativo disciplinario respectivo, pero la hipótesis que castiga el citado artículo 28, no es propiamente dicho una conducta, sino la existencia de tres actos administrativos cada uno relativo a un arresto; en el entendido de que cada medida disciplinaria de arresto, se le impuso al actor por haber “faltado al servicio ordinario sin causa justificada”, pues, esta falta no grave se encuentra contemplada en el artículo 81, fracción VII, del  Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato, el que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
“Artículo 81.- Será sancionado de seis a doce horas de arresto el elemento que:

VII.- Faltar al servicio ordinario o extraordinario, comisión o capacitación, sin causa justificada;”
Como puede apreciarse, esta fracción exige una conducta negativa de los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal para que se configure la comisión de la falta administrativa no grave; conducta omisa, que consiste en faltar al servicio sin justificación, supuesto jurídico que se actualiza con la existencia de una conducta del individuo, lo que no sucede en la hipótesis jurídica contemplada por el artículo 28, apartado A, fracción V, del aludido Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, ya que para la configuración de la falta administrativa establecida en esta norma jurídica propiamente no se pide una conducta, a pesar de que este elemento constituye un requisito sine qua non para la existencia de la falta; ahora bien, este último artículo establece como falta administrativa tres arrestos del elemento de los Cuerpos de Seguridad Pública, los que en sí mismos no es dable estimarla como conducta; pues, no son efecto inmediato de una acción u omisión y la conducta es el elemento objetivo de la falta administrativa, por ende, partiendo de esta premisa, los arrestos por sí solos no deben ser sancionados, toda vez que como medidas disciplinarias no traen efectos jurídicos hacia los particulares, en consecuencia, ello implica necesariamente que se esté sancionando al actor por el simple hecho de  haber sido arrestado y no por lo que hace, por ende, la  pluricitada fracción V, contraviene nuestra Carta Magna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior es así, en razón de que la finalidad de la responsabilidad disciplinaria de los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, es evitar comportamientos contrarios a sus obligaciones durante el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas en el o los Ordenamientos Legales que las regulen; ahora bien, el Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece las bases para sancionar adecuadamente y con mayor rigor las responsabilidades de los servidores públicos y concretamente de la última parte del primer párrafo de su artículo 108, se desprende que en materia disciplinaria lo que se sanciona es la conducta de los servidores públicos en general, ya que establece que “serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones”, sin hacer distinción alguna, en ese sentido resulta aplicable el principio general de derecho que reza: “Donde la ley no distingue, no tiene por qué distinguirse”; de igual manera, cabe precisar que conforme al mismo numeral se entiende que son servidores públicos todos aquellos que desempeñen un empleo, cargo o comisión en la Federación, en los Estados o en los Municipios, de este modo, se contemplan en una acepción amplia a los servidores públicos, pues dentro de éstos existen clasificaciones o especies, como servidores públicos de elección popular, de confianza, de base y los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Luego entonces, de acuerdo con el citado artículo 108 Constitucional, los miembros del Cuerpo Preventivo de Seguridad Pública del Municipio de León, Guanajuato, son servidores públicos, especie que de acuerdo a lo señalado por el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la propia Constitución, se rige por sus propias Leyes para evitar únicamente que los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública no queden sujetos a una relación de naturaleza laboral, pues como bien es sabido, éstos tienen una relación de carácter administrativo, por lo que este artículo 109 Constitucional es aplicable a todo servidor público en cuanto a la responsabilidad administrativa. Por ello, un policía preventivo y un servidor público o trabajador de la Administración Pública Municipal Centralizada, deben recibir el mismo trato, pues de no proceder así, no se reflejaría una protección igualitaria y evidentemente se reflejaría un trato preferencial para aquellos trabajadores que no son policías, de donde resultaría que bajo el ámbito de protección de los Derechos humanos a los miembros de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, por la simple naturaleza del cargo, a pesar de encontrarse ante la misma situación que cualquier servidor o trabajador Municipal, no se les daría un trato igualitario, cuando el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, protege o tutela el derecho humano de igualdad y de no discriminación, de ahí que, el policía preventivo debe recibir el mismo trato, de lo contrario se violaría el referido derecho humano; así tenemos que en materia de responsabilidades de los miembros del Cuerpo Preventivo de Seguridad Pública del Municipio de León, Guanajuato, también debe sancionarse la conducta ya sea de acción u omisión, por lo tanto, el establecimiento y la configuración de faltas administrativas debe supeditarse solamente a conductas, pues de lo contrario se contravendría nuestra Constitución. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, el actual artículo 23 de la Constitución Federal prevé el principio penal NON BIS IN IDEM, al disponer como un derecho humano que garantiza a la persona el que no podrá ser juzgado dos veces por el mismo delito, ya sea que en el juicio se le absuelva o se le condene; principio que se traslada al antepenúltimo párrafo del artículo 109 de nuestra Carta Magna, al señalar que “No podrán imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza”. . . . 

Por tanto, el artículo 28, apartado A, fracción V, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, prevé como elementos de la falta administrativa los siguientes: a).- La acumulación de tres arrestos; y, b).- Dentro del periodo de 180 ciento ochenta días naturales.  En consecuencia, para  acreditar la comisión de esta falta, es menester que existan 3 tres arrestos debidamente documentados en la Boleta respectiva y que se encuentren compurgados, ello implica, sin lugar a duda, que se le está tomando como base para la configuración de dicha falta administrativa, tres Boletas de arresto de donde se desprenda que ya fueron calificadas, o sea, que ya se dio la imposición de los tres arrestos y en el caso que nos ocupa, el actor en cada una de las faltas no graves, fue sancionado en la primera ocasión con 24 veinticuatro horas de arresto y en las otras dos con 12 doce horas de arresto -13 trece de abril, 02 dos de mayo y 13 trece de junio del año 2013 dos mil trece-; en todas por haber faltado al servicio sin causa justificada, falta no grave establecida en la fracción VII del artículo 81 del Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato; como se aprecia, se sanciona el hecho de haber acumulado tres arrestos administrativos, de donde resulta que son la consecuencia inmediata de las conductas omisas de no asistir al servicio sin causa justificada, por ende, en el procedimiento administrativo disciplinario el actor, ya no tiene posibilidad alguna de desvirtuar los hechos constitutivos de la falta, en razón de que las medidas disciplinarias de arresto, ya se encuentran compurgadas y las boletas de arresto como documentales públicas tienen pleno valor probatorio, por tanto, el pluricitado artículo 28, apartado A, fracción V, contraviene el principio de defensa tutelado como Garantía de audiencia en el artículo 14, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, circunstancia que creó en el actor una inseguridad jurídica, puesto que el precepto legal referido sanciona una actitud involuntaria del individuo que no implica conducta alguna; por otra parte, es el caso que en el procedimiento administrativo disciplinario de origen, el Consejo de Honor y Justicia, le aplicó al justiciable, otra sanción administrativa consistente en la suspensión de sus labores por 30 treinta días sin goce de sueldo, con motivo de los tres arrestos aplicados, sin importar si realizó o no una conducta, de modo que, los arrestos por las faltas injustificadas y la suspensión por la acumulación de tres arrestos, son sanciones de la misma naturaleza, porque ambas son de naturaleza administrativa, en ese orden de ideas, el actor aparece como responsable en las faltas administrativas no graves, por haber faltado al servicio en tres ocasiones y a su vez se encuentra como presunto responsable en la falta grave, por haber acumulado tres arrestos dentro de un periodo de 180 ciento ochenta días naturales y en ambas causas administrativas se le sanciona con motivo de la falta al servicio sin causa justificada -una vez por cada arresto- y por los 3 tres arrestos acumulados, por tal motivo se vulnera  en su  perjuicio la  garantía  de  seguridad  jurídica  tutelada en el  principio NON BIS IN IDEM previsto en el artículo 109, párrafo antepenúltimo, Constitucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, confrontando los elementos de la falta prevista en el artículo 81, fracción VII del  multireferido Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal y los de la falta contemplada en el artículo 28, apartado A, fracción V, del pluricitado Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, concluimos que resulta evidente que se sanciona a la parte actora, dos veces por los mismos hechos, toda vez que en las faltas administrativas no graves con los arrestos, se sanciona la inasistencia al servicio sin causa justificada y a su vez en la falta grave impugnada, se sanciona la acumulación de hasta tres arrestos -arrestos que le impusieron por faltar al servicio sin causa justificada-; siendo el caso que en ambos supuestos se trata de la misma persona y se trata de los mismos hechos, según se desprende de la resolución impugnada, concretamente de su sexto considerando, el que establece lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“SEXTO.- … acumuló tres arrestos dentro de un periodo de ciento y ochenta días naturales como lo establece la propia norma, actualizándose con ello la hipótesis contemplada en el apartado a) fracción V del artículo 28 del multicitado Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, de acuerdo a lo siguiente: la Primer. Boleta de arresto (…) de fecha 13 trece del mes de abril del año 2013 dos mil trece, elaborada por el oficial (…) al policía (…), por motivo: “CONSISTENTE EN: HABER FALTADO A SU SERVICIO EN TURNO DIURNO CON FECHA 08 DE ABRIL DE 2013, ESTO SIN MOTIVO NI CAUSA QUE LO JUSTIFIQUE”. Boleta que se encuentra calificada con 24 veinticuatro horas de arresto. El segundo. Boleta de arresto (…) elaborada por el oficial (…) al policía (…) de nombre (…), por el motivo “CONSISTENTE EN: HABER FALTADO A SU SERVICIO EN EL TURNO NOCTURNO, CON FECHA DEL 30 DE ABRIL AL 01 DE MAYO DE 2013, ESTO SIN MOTIVO NI CAUSA QUE LO JUSTIFIQUE”. Boleta que se encuentra calificada con 12 doce horas de arresto. Boleta que se encuentra calificada con 24 veinticuatro horas de arresto. El Tercero. Boleta de arresto (…) elaborada por el oficial (…) al policía (…) de nombre (…), por el motivo “CONSISTENTE EN: FALTAR A SU SERVICIO EN EL TURNO NOCTURNO, CON FECHA DEL 11 AL 12 DE JUNIO DE 2013 SIN MOTIVO NI CAUSA JUSTIFICADA”. Boleta que se encuentra calificada con 12 doce horas de arresto. Boletas de arresto que le fueron elaboradas al elemento en un periodo de 62 sesenta y dos días naturales, término que se da al contabilizar los días que se dan de fecha 13 trece del mes de abril que se realizó el primer arresto, a la fecha 13 trece de junio del año 2013 dos mil trece que fue el último arresto, conforme a las documentales mencionadas y elaboradas con anterioridad… y como consecuencia de ello se encuentra debidamente acreditada la responsabilidad administrativa al (…) policía tercero (…), la falta grave establecida en el apartado a) fracción V quinta, del artículo 28 veintiocho del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, consistente en “Acumular hasta tres arrestos dentro de un periodo de ciento ochenta días naturales, contados a partir del primero de ellos.”. . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, resulta evidente que los hechos asentados en cada una de las Boletas de Arresto, los que en los tres casos consisten en haber faltado al servicio sin causa justificada, determinados como faltas no graves y sancionados con arresto de 24 veinticuatro y 12 doce horas cada una, respectivamente, son los mismos hechos determinados o configurados como falta grave por la acumulación de éstos arrestos dentro de un periodo de 180 ciento ochenta días naturales y sancionados con suspensión laboral de 30 treinta días sin goce de sueldo; así tenemos que, el arresto y la suspensión temporal, son sanciones administrativas de la misma naturaleza, las que se le aplicaron al justiciable, por la realización de conductas derivadas de los mismos hechos, por tal motivo, con la emisión de la resolución combatida, en la que se aplica el pluricitado artículo 28, apartado A, fracción V, se vulnera en perjuicio del justiciable la garantía de seguridad jurídica que tutela el principio NON BIS IN IDEM previsto en el artículo 109, párrafo antepenúltimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puesto que castigan los mismos  hechos dos  veces, con  sanciones de la  misma  naturaleza, situación que creó en la parte actora una inseguridad jurídica. . . . .  . . . . 
En ese orden de ideas, el artículo 28, apartado A, fracción V, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, contraviene los artículos 14 segundo párrafo y 109 párrafo antepenúltimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que la citada fracción V, por un lado, sanciona una actitud involuntaria del individuo que no implica conducta alguna, vulnerando en perjuicio del justiciable el principio de defensa tutelado como Garantía de audiencia en el artículo 14, segundo párrafo, Constitucional, y por otro lado, recalifica la misma conducta, al momento de que a los mismos hechos se les aplica dos sanciones de la misma naturaleza, pues en cada falta no grave se le impone un arresto y en la falta grave se le aplica una suspensión por 30 treinta días, sin goce remuneración, vulnerándose en perjuicio del actor la garantía de seguridad jurídica que tutela el principio NON BIS IN IDEM, previsto por el artículo 109 de nuestra Carta Magna; por consiguiente, a fin de no violarle a la parte actora, sus derechos humanos, en la especie, el juzgador ejerce la facultad de desaplicar una norma jurídica, lo que significa en otras palabras, que deja de aplicar al justiciable el artículo 28, apartado A, fracción V, del aludido Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, por contravenir los artículos 1°, 14 segundo párrafo y 109 antepenúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en tal virtud  se desaplica la norma jurídica que sirvió de apoyo a la resolución combatida, por ser lo más benéfico para el justiciable; entonces, con la desaplicación del pluricitado artículo 28, apartado A, fracción V, resulta ilegal la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . 

En consecuencia, ante la inaplicación del artículo 28 apartado A, fracción V, del pluricitado Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, la sanción administrativa consistente en la suspensión de 30 treinta días sin goce de sueldo al actor, es ilegal por las razones lógicas y jurídicas expuestas en supralíneas, en tal virtud con apoyo en los estipulado por el artículo 300, fracción II  del  Código  de Procedimiento y  Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente declarar la nulidad total de la resolución de fecha 29 veintinueve cuatro de mayo del año 2014 dos mil catorce, emitida por el Pleno del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, a través de la cual en su tercer punto resolutivo se le impone al actor la suspensión temporal de 30 treinta días, sin goce de sueldo. . . . . . . . . . . . . . 

El actor demanda la condena de las demandadas al pleno restablecimiento de su derecho violado, es decir, que se le paguen aquellas remuneraciones que dejó de percibir, pretensión que resulta procedente, por las razones siguientes: la declaración de nulidad total de la resolución impugnada, produce como consecuencia que al justiciable ya no se le aplique ninguna sanción administrativa, de esa manera, el Juzgador se encuentra constreñido a restituirlo en el goce de sus derechos, ya que en el proceso administrativo, la sentencia  por su naturaleza, es el instrumento para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados, a fin de lograr el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, por tanto, procede el pago de las remuneraciones que dejó de percibir el actor, por la suspensión de 30 treinta días y conforme a lo dispuesto por el artículo 300, fracción VI, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se condena al Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, a que realice ante la Dirección de General de Desarrollo Institucional este Municipio, las gestiones o diligencias indispensables a fin de se le pague al actor en efectivo o se le expida el cheque respectivo por la Tesorería Municipal; lo anterior deberá realizarlo dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expuestas; debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 123, Apartado A, fracción XXII, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y VI,  y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el 

Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.-  Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. . .  . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la resolución de fecha 29 veintinueve de mayo del año 2014 dos mil catorce, dictada dentro del procedimiento administrativo disciplinario expediente número (…), por el Pleno del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, a través de la cual en el tercer punto resolutivo se le impone al actor una suspensión de 30 treinta días sin goce de sueldo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . .

TERCERO.- Se condena a las autoridades demandadas, a que realicen las gestiones necesarias ante la Dirección General de Desarrollo Institucional de este Municipio, a fin de que se realice el pago en efectivo o la expedición del cheque respectivo por la Tesorería Municipal, con cargo a la partida presupuestal correspondiente, concediéndosele para tal efecto el término de 15 quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del proveído que declare ejecutoriada  esta sentencia, lo anterior, por las  razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de la este fallo. . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

